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Época: Décima Época  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Tesis: PC.V. J/1 A (10a.)  

  

AMPARO CONTRA NORMAS GENERALES HETEROAPLICATIVAS. SUS EFECTOS COMPRENDEN ÚNICAMENTE 
LA DEVOLUCIÓN DE LAS CANTIDADES ENTERADAS, RETENIDAS O DESCONTADAS DESDE EL ACTO DE 
APLICACIÓN QUE MOTIVÓ LA PROMOCIÓN DEL JUICIO, Y LAS SUBSECUENTES, SIN QUE PUEDAN HACERSE 
EXTENSIVOS A LOS ACTOS PREVIOS. 

  

Conforme al principio de relatividad de las sentencias de amparo, previsto en el artículo 107, fracción II, de la Constitución 
Federal, la sentencia sólo debe de ocuparse de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso 



especial sobre el que versó la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o el acto que la haya 
motivado. Con base en este principio, el amparo concedido no puede afectar actos anteriores al señalado como el primer 
acto de aplicación de la norma reclamada para efectos del juicio, pues entonces la sentencia ya no se limitaría a amparar 
y proteger al quejoso en el caso especial sobre el que versó la demanda. Por otra parte, al resolver la contradicción de 
tesis 52/2004-PL, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostuvo expresamente que de acuerdo con el 
sistema previsto en el artículo 80 de la Ley de Amparo actualmente abrogada, la concesión del amparo no tiene efectos 
retroactivos en la esfera de derechos del quejoso, sino sólo presentes y futuros; por tanto, el juzgador no puede hacer 
extensivos los efectos del fallo protector a los actos de aplicación previos y distintos al que motivó la demanda 
constitucional, porque implicaría dar a la concesión de amparo efectos no restitutorios sino retroactivos, creando un 
esquema diverso al establecido en la ley de la materia, lo cual carece de fundamento. Además, al reclamarse una norma 
como heteroaplicativa, precisamente en función del acto concreto de aplicación señalado en la demanda, y así haberse 
dado a conocer a las autoridades responsables, no es aceptable hacer extensivos los efectos del amparo concedido 
respecto de actos anteriores al que motivó la instauración del juicio, dado que ello constituiría una modificación 
improcedente de la litis constitucional, con el consecuente estado de indefensión para las autoridades responsables, y la 
inseguridad jurídica derivada de extender los efectos del fallo protector sin limitación temporal alguna hacia el pasado, 
imprimiendo al mismo un alcance retroactivo que no es propio de las sentencias de amparo. 

  

PLENO DEL QUINTO CIRCUITO 

  

Contradicción de tesis 3/2013. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados, ambos en Materias 
Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 27 de agosto de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Magistrados Armida 
Elena Rodríguez Celaya, Francisco Domínguez Castelo, Hugo Gómez Ávila y Federico Rodríguez Celis; el Magistrado 
Hugo Gómez Ávila formuló voto aclaratorio, en el que estimó innecesaria la emisión de esta tesis, al comprender a todas 
las normas generales heteroaplicativas. Disidente: Maurilio Gregorio Saucedo Ruiz. Ponente: Federico Rodríguez Celis. 
Secretario: Hugo Reyes Rodríguez. 

  



Tesis y/o criterios contendientes: 

  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 361/2012, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 381/2012. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de abril de 2015, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008805  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  



Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 27/2015 (10a.)  

  

  

ESTÍMULO FISCAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 9o., ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2013. NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA IGUALDAD. 

  

El artículo citado establece que a las entidades federativas, Municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, 
incluyendo sus organismos descentralizados y autónomos, que se hubieran adherido al "Decreto por el que se otorgan 
diversos beneficios fiscales en materia de impuesto sobre la renta, de derechos y aprovechamientos", publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 5 de diciembre de 2008, y que estén al corriente en los enteros correspondientes al mes 
de diciembre de 2012, se les extenderá hasta 2014 el beneficio fiscal consistente en acreditar sólo determinado 
porcentaje del impuesto sobre la renta retenido a sus trabajadores. Ahora bien, el objetivo perseguido con la extensión 
del beneficio fue continuar con el fortalecimiento de las haciendas de las entidades federativas y de los Municipios para 
mejorar la distribución racional de sus fuentes de ingresos, con relación al problema relativo al pago de la retención del 
impuesto sobre la renta a cargo de sus trabajadores (esto es, en su carácter de patrones retenedores), para corregir su 
situación fiscal, mediante la instrumentación de un esquema de estímulos fiscales que aliviara sus finanzas públicas, al 
tiempo de permitir que no se afectaran los salarios de sus trabajadores. Por tanto, el artículo 9o., último párrafo, de la Ley 
de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, que introduce en el referido estímulo fiscal la distinción 
entre los entes públicos retenedores y los patrones particulares retenedores, no transgrede el derecho a la igualdad 
reconocido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tener una finalidad objetiva y 
constitucionalmente válida, además de constituir una medida apta para lograr el fin perseguido, por lo que resultaba 
necesaria y, por tanto, no hay afectación desmedida a bienes y derechos constitucionalmente protegidos. 

  



SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 256/2014. 13 de agosto de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. 
Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

  

Amparo en revisión 646/2014. 28 de enero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: María Estela Ferrer Mac-Gregor Poisot. 

  

Amparo en revisión 487/2014. 28 de enero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Rodrigo de la Peza López Figueroa. 

  

Amparo en revisión 718/2014. Refrescos Victoria del Centro, S.A.P.I. de C.V. y otras. 11 de febrero de 2015. Cuatro votos 
de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 

  

Amparo en revisión 743/2014. Compañía Hotelera del Puerto de Loreto, S.A. de C.V. y otras. 11 de marzo de 2015. 
Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 



  

Época: Décima Época  

Registro: 2008804  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 26/2015 (10a.)  

  

ESTÍMULO FISCAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 9o., ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2013. NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS 
DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. 

  

El artículo citado establece que a las entidades federativas, Municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, 
incluyendo sus organismos descentralizados y autónomos, que se hubieran adherido al "Decreto por el que se otorgan 
diversos beneficios fiscales en materia de impuesto sobre la renta, de derechos y aprovechamientos", publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 5 de diciembre de 2008, y que estén al corriente en los enteros correspondientes al mes 
de diciembre de 2012, se les extenderá hasta 2014 el beneficio fiscal consistente en acreditar sólo determinado 



porcentaje del impuesto sobre la renta retenido a sus trabajadores. Esto es, el estímulo fiscal se otorga a las entidades 
públicas mencionadas, en su carácter de patrones retenedores, en relación con la obligación formal de retener y enterar 
el impuesto sobre la renta a cargo de sus trabajadores, sin que se altere ni modifique el impuesto, sino únicamente los 
ingresos que se deben enterar al fisco. En consecuencia, al beneficio fiscal contenido en el artículo 9o., último párrafo, de 
la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, no le son aplicables los principios tributarios de 
proporcionalidad y equidad previstos en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en tanto que el estímulo no incide en los elementos de la contribución. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 256/2014. 13 de agosto de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. 
Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

  

Amparo en revisión 646/2014. 28 de enero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: María Estela Ferrer Mac-Gregor Poisot. 

  

Amparo en revisión 487/2014. 28 de enero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Rodrigo de la Peza López Figueroa. 

  



Amparo en revisión 718/2014. Refrescos Victoria del Centro, S.A.P.I. de C.V. y otras. 11 de febrero de 2015. Cuatro votos 
de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 

  

Amparo en revisión 743/2014. Compañía Hotelera del Puerto de Loreto, S.A. de C.V. y otras. 11 de marzo de 2015. 
Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Tesis de jurisprudencia 26/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
dieciocho de marzo de dos mil quince. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de abril de 2015, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

Tesis de jurisprudencia 27/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
dieciocho de marzo de dos mil quince. 

  

  



Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de abril de 2015, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008803  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. CXXVIII/2015 (10a.)  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. LOS ARTÍCULOS 2, FRACCIÓN II, Y 45, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
QUE IDENTIFICAN HECHO ILÍCITO CON CUERPO DEL DELITO, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE 
AUTONOMÍA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 



  

Los citados preceptos legales no transgreden el principio de autonomía prescrito en el artículo 22 constitucional al 
identificar el hecho ilícito con el cuerpo del delito. El concepto de hecho ilícito a que se refiere la extinción de dominio, en 
términos normativos, no está disociado del origen eminentemente penal de la conducta delictiva que le da origen; así, la 
circunstancia de que el artículo 2 de la Ley Federal de Extinción de Dominio remita a lo que, sobre cuerpo del delito, 
prescribe el artículo 168 del Código Federal de Procedimientos Penales, como conjunto de los elementos objetivos o 
externos que constituyen la materialidad del hecho que la ley señale como delito, así como los normativos, en el caso de 
que la descripción típica lo requiera, no resulta violatoria del artículo 22 constitucional; por el contrario, asumir que existe 
una diferencia sustancial entre los conceptos jurídicos de hecho ilícito y cuerpo del delito, sería tanto como desconocer 
que la acción de extinción de dominio tiene su origen, necesariamente, en la comisión de una conducta considerada 
como delito por la ley penal, relativa a la delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de 
personas. 

  

PRIMERA SALA 

  

Amparo directo 56/2012. 3 de septiembre de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya 
Meléndez Almaraz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
César Ramírez Carreón. 

  

Amparo directo 50/2013. 10 de septiembre de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
quien formuló voto aclaratorio, José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío 



Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez 
Carreón y Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008802  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. CXXXII/2015 (10a.)  

  



EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DE ACTOS PREPARATORIOS DE 
LA ACCIÓN RESPECTIVA, CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES ESPECIALIZADOS EN MATERIA PENAL 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

  

Para determinar la competencia para conocer de actos preparatorios de la acción de extinción de dominio, no basta con 
atender a la naturaleza de dicha acción, ya que su naturaleza no puede encuadrarse plenamente en las materias penal o 
civil. Si bien su finalidad es patrimonial, su origen deriva de la acreditación de un "hecho ilícito" tipificado como delito en la 
legislación penal, es decir, su origen está vinculado con una causa penal. Por ello, su preparación corresponde a la 
Procuraduría General de Justicia de la entidad federativa que esté investigando el delito, o a la Procuraduría General de 
la República en materia federal, y son dichas instancias quienes están facultadas para investigar y solicitar la información 
necesaria para determinar si debe ejercitarse la acción de extinción de dominio. Sin embargo, una vez que el procurador 
general de justicia determina que sí debe ejercerse la acción de extinción de dominio, la demanda se presenta ante 
jueces de jurisdicción especializada, según se colige del artículo 12 de la Ley de Extinción de Dominio del Estado de 
México. Así las cosas, puede sostenerse que la acción aludida se desvincula del proceso penal hasta que se presenta la 
demanda ante el juez especializado. Lo anterior lo corrobora el artículo 3 del ordenamiento citado, que distingue entre la 
preparación de la acción y el propio juicio, una vez ejercida la acción ante el juez competente, al disponer que, en lo no 
previsto por dicha ley, la preparación del ejercicio de la acción de extinción de dominio se rige por el Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de México y, por el contrario, después de ejercida la acción, el juicio de extinción 
de dominio se rige, en lo no previsto por dicha ley, por el Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. 
Entonces, sólo después de presentada la demanda e iniciado el juicio de extinción de dominio, la acción se desvincula del 
proceso penal para seguir su propio curso, atendiendo a las reglas previstas por la propia ley de extinción de dominio y, 
supletoriamente, a lo que disponga el código civil adjetivo. De ahí que, para determinar la competencia para conocer de 
actos preparatorios de la acción de extinción de dominio, es necesario considerar la etapa del procedimiento de extinción 
de dominio al que pertenezca el acto reclamado y las normas que lo rigen. Consecuentemente, si el artículo 3, fracción I, 
de la Ley de Extinción de Dominio del Estado de México, establece que la preparación de la acción de extinción de 
dominio se regula por el Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, es inconcuso que la competencia 
para conocer de los actos preparatorios de dicha acción, corresponde a los tribunales especializados en materia penal, 
pues no sería viable que un tribunal colegiado de circuito en materia civil aplique un código de procedimientos penales, 
en todo lo que se refiere a los aspectos procedimentales de la etapa de preparación; máxime, cuando los actos 



reclamados pertenecen a la etapa de preparación de un posible procedimiento de extinción de dominio, que todavía no 
inicia y está en etapa de estudio sin desvincularse de la causa penal. 

  

PRIMERA SALA 

  

Conflicto competencial 66/2014. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil, ambos del Segundo Circuito. 27 de agosto de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008801  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  



Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. CXXXI/2015 (10a.)  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN II, INCISO B, DEL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN TORNO AL "OCULTAMIENTO". 

  

El precepto, párrafo, fracción e inciso citados, establecen que la extinción de dominio procederá respecto de bienes que 
no sean instrumento, objeto o producto del delito, pero que hayan sido utilizados o destinados a "ocultar" o mezclar 
bienes producto del delito, siempre que se reúnan los extremos del inciso a) del artículo referido. Así, los supuestos 
regulados en los diversos incisos de la fracción II citada dependen necesariamente de que se acredite el cuerpo del delito 
de los ilícitos de delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, robo de vehículos o trata de personas. Asimismo, 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 26/2013 (10a.) (1), sostuvo 
que para tener por acreditado el elemento "ocultar", es necesario advertir, del cúmulo probatorio, que a quien se atribuye 
esa conducta tiene la clara y manifiesta voluntad de impedir que la autoridad pueda tener conocimiento de aquello que 
pretende ocultar. Por ende, es incorrecto sostener que basta que el bien producto del delito se introduzca 
momentáneamente en un inmueble para que se acredite el "ocultamiento" para la procedencia de la acción de extinción 
de dominio, ya que el Ministerio Público debe aportar indicios suficientes o elementos de prueba de que hubo una clara y 
manifiesta voluntad de ocultar, encubrir, tapar, esconder o impedir que la autoridad tuviese conocimiento de la existencia 
del bien producto del delito, o de que el inmueble fue utilizado para ocultar bienes objeto de los delitos referidos. Entre 
otras cosas, el representante social podría aportar indicios suficientes de la existencia de algún mecanismo para ocultar 
los bienes, así como la renuencia a dar información a la autoridad, a permitir el acceso al inmueble, a ciertas partes de él, 
la existencia de evasivas, la declaración de hechos falsos, las anomalías en la información proporcionada o una 
concatenación de pruebas que demuestren o exhiban un modus operandi que no es acorde con el uso que se supone se 
le está dando al inmueble. Sin embargo, de ninguna manera puede ser suficiente para tener por acreditada la acción de 



extinción de dominio, el que un bien producto de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 22 constitucional, haya 
pasado o estado momentáneamente en un inmueble. Máxime que la hipótesis a que se refiere el inciso b) de la fracción II 
de dicho precepto, parte de la premisa de que el inmueble de que se trata no es, ni ha sido, instrumento, objeto ni 
producto del delito. 

  

PRIMERA SALA 

  

Amparo directo en revisión 3184/2014. 19 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

  

  

1. La tesis de jurisprudencia 1a./J. 26/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, página 729, con el rubro: "DELITOS FISCALES. EL 
ELEMENTO TÍPICO 'OCULTAR' A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 111, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO SE ACREDITA POR EL SOLO HECHO DE QUE EL ACTIVO OMITA DESAHOGAR 
ÍNTEGRAMENTE LOS REQUERIMIENTOS DE LA AUTORIDAD FISCAL RESPECTO DE SUS REGISTROS 
CONTABLES, SINO QUE ES NECESARIO QUE DEL CÚMULO PROBATORIO SE ADVIERTA SU MANIFIESTA 
VOLUNTAD DE IMPEDIR LA CONSULTA." 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 



  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008800  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. CXXV/2015 (10a.)  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL TÉRMINO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY RESPECTIVA PARA EL 
DISTRITO FEDERAL, NO CONSTITUYE UN REQUISITO DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN, CUYA 
TRANSGRESIÓN PUEDA DAR LUGAR AL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA O A DESESTIMAR LA 
PRETENSIÓN. 

  

El precepto citado prevé que, en caso de que el agente del Ministerio Público acuerde ejercer la acción de extinción de 
dominio, la presentará ante el juez dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tomado esa decisión, cuya 



demanda debe contener los requisitos que la propia norma establece. Ahora bien, el término previsto en esa disposición 
legal no constituye un requisito de procedencia, cuya transgresión pueda dar lugar al desechamiento de la demanda o a 
desestimar la pretensión, antes bien, se trata de una exigencia de índole administrativa previa al inicio del juicio, pues 
ninguna trascendencia tendrá en el desarrollo de aquél ni la omisión de cumplir con esa encomienda impedirá el estudio 
de fondo del asunto, elemento que constituye la nota distintiva de los requisitos de procedencia, ya que en todo caso, la 
falta a esa disposición traerá alguna sanción administrativa para el funcionario que no cumplió con su encomienda, pero 
de ninguna manera el legislador local estableció ese hecho como un requisito o condición para que procediera la vía ni la 
ley sanciona su inobservancia con el desechamiento de la demanda o la desestimación de la pretensión. 

  

PRIMERA SALA 

  

Amparo directo 33/2012. 5 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Rosalía Argumosa López, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008799  



Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. CXXVII/2015 (10a.)  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL MINISTERIO PÚBLICO ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVER AMPARO DIRECTO 
CONTRA EL FALLO DE SEGUNDA INSTANCIA QUE DESESTIMÓ SU PRETENSIÓN EN EL JUICIO RELATIVO. 

  

En términos del artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que proceda el 
juicio de amparo, el quejoso debe demostrar tener un interés legítimo, o bien, un interés jurídico, siendo este último el que 
faculta al Ministerio Público a promover el juicio de amparo directo contra la sentencia de segunda instancia que 
desestima su pretensión en un juicio de extinción de dominio. En efecto, el interés jurídico se traduce en la titularidad de 
un derecho subjetivo, cuya posible afectación impacta de forma personal y directa en la esfera jurídica del quejoso y es el 
que éste debe demostrar cuando el acto reclamado consista en actos o resoluciones provenientes de tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo. En ese sentido, el interés jurídico que ostenta el Ministerio Público que reclama la 
sentencia definitiva dictada en los juicios a que se refiere el artículo 22, párrafo segundo, de la Constitución Federal, 
deriva tanto del carácter de parte actora que le reconoce la Ley Federal de Extinción de Dominio, como de representante 
de las víctimas. Al respecto, como demandante, la actividad que realiza dicha institución consiste en someter una 
pretensión ante la autoridad judicial, siendo el juzgador el que debe resolver lo conducente de acuerdo con los elementos 
de prueba que se desahoguen en el proceso; de manera que cuando dicho actor ve desestimada su pretensión, sufre una 



afectación en su calidad de parte en la relación procesal, respecto de lo cual puede reclamar transgresión al derecho a un 
debido proceso, que corresponde a un derecho subjetivo que ejerce la representación social para evitar la autotutela en 
un asunto en el que la propia Norma Fundamental ha resuelto que el Estado (representado por el Ministerio Público 
especializado en la materia) debe someter una pretensión a la potestad de los órganos jurisdiccionales para que el 
demandado vea satisfecho su derecho de audiencia en los casos en que se pretenda la extinción del dominio de bienes a 
favor -principalmente- de las víctimas, cuyos intereses representa por orden expresa de la propia ley. En estas 
circunstancias, cobra aplicación el contenido de los artículos 4o. y 5o. de la Ley de Amparo, los cuales facultan para 
promover juicio de amparo a quien perjudique el acto reclamado y reconocen la calidad de parte en dicho juicio a quien 
se vea agraviado con el dictado de ese acto. 

  

PRIMERA SALA 

  

Amparo directo 56/2012. 3 de septiembre de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya 
Meléndez Almaraz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
César Ramírez Carreón. 

  

Amparo directo 50/2013. 10 de septiembre de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
quien formuló voto aclaratorio, José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez 
Carreón y Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

  



Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008798  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. CXXIV/2015 (10a.)  

  

  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL CUENTA CON LEGITIMACIÓN PARA EJERCER 
ESTA ACCIÓN POR CONDUCTO DEL MINISTERIO PÚBLICO ESPECIALIZADO EN EL PROCEDIMIENTO 
RESPECTIVO. 



  

La interpretación sistemática de los artículos 4 y 52 de la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito Federal, y de su 
artículo transitorio tercero, lleva a concluir que el Gobierno del Distrito Federal está legitimado (en la causa) para incoar la 
acción de extinción de dominio, a través de la dependencia que el órgano legislativo local designó para fungir como su 
representante en este tipo de procesos, esto es, a través del Agente del Ministerio Público de esa institución 
especializado en el Procedimiento de Extinción de Dominio (legitimación en el proceso). Al respecto, se parte de la base 
de que la legitimación en la causa es un presupuesto material de la sentencia favorable vinculado a la personería 
sustantiva y la segunda es un presupuesto procesal referido única y exclusivamente a la capacidad para comparecer al 
proceso. En ese tenor, si la ley de que se trata dispone en el penúltimo párrafo de su artículo 4, que los bienes cuya 
propiedad se extinga en el juicio de que se trata se aplicarán a favor del Gobierno del Distrito Federal e incluso se le 
faculta para hacer los pagos a terceros sobre los gravámenes que pesen sobre el inmueble, la reparación por concepto 
de daños y perjuicios que pudieran surgir a favor de las víctimas u ofendidos, así como otros gastos derivados de la 
extinción del dominio, para conservar la propiedad del bien, debe concluirse que es el Gobierno del Distrito Federal el que 
está interesado en que se estime fundada la pretensión y, por ende, que goza de legitimación activa en la causa. Ahora 
bien, lo trascendental en este tema es que dicha comparecencia se verifique a través del preciso órgano que la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal ha facultado para tal efecto y que en el caso corresponde al Agente del Ministerio Público 
de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, especializado en el Procedimiento de Extinción de Dominio, al 
que la propia ley le otorga la calidad de parte en el juicio. No obsta a lo anterior, la circunstancia de que ni el artículo 22 ni 
el 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos faculten al Gobierno del Distrito Federal para iniciar 
un procedimiento de extinción de dominio, pues no puede exigirse tal especificidad constitucional, cuando lo ordinario es 
que la Norma Fundamental no prevea cuestiones de ese tipo, ya que es en las leyes reglamentarias en las que el 
legislador ordinario despliega sus facultades de creación normativa, entre las cuales está la relativa a regular los asuntos 
de índole procesal; así, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito 
Federal, es precisamente ésta la que reglamenta la instauración del procedimiento de Extinción de Dominio previsto en el 
artículo 22 constitucional; por lo que si, como se ha dicho, a partir del contenido de esta ley reglamentaria se puede 
afirmar la existencia de la legitimación en la causa del Gobierno del Distrito Federal, no es trascendente que la Carta 
Magna no contenga esa disposición expresa si, en su caso, ello corresponde a la libertad de configuración del legislador 
local. 

  



PRIMERA SALA 

  

Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez 
Almaraz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 

  

Amparo directo 33/2012. 5 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Rosalía Argumosa López, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008797  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  



Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. CXXVI/2015 (10a.)  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL CÓNYUGE QUE AFIRMA TENER DERECHOS REALES SOBRE EL BIEN SUJETO A 
EXTINCIÓN, APOYADO EN LA SOCIEDAD CONYUGAL QUE LO UNE CON EL DEMANDADO, ESTÁ LEGITIMADO 
PARA INTERVENIR EN EL JUICIO RELATIVO, AUNQUE TAL RÉGIMEN PATRIMONIAL NO ESTÉ INSCRITO EN EL 
REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. 

  

En cuanto a dicho registro, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la restricción prevista en 
algunas legislaciones, en cuanto que la sociedad conyugal no surte efectos frente a terceros si no consta inscrita en el 
Registro Público de la Propiedad, persigue una finalidad constitucionalmente válida que consiste en otorgar seguridad 
jurídica al derecho de propiedad sobre bienes inmuebles, la cual es necesaria para no dejar desamparado al tercero de 
buena fe que confió en las inscripciones registrales y, en detrimento de su patrimonio, realizó un pago o hizo una 
erogación por un valor equivalente al del inmueble en cuestión. Como se advierte, la inscripción de la sociedad conyugal 
que rige respecto de un bien inmueble ante el Registro Público de la Propiedad, no tiene efectos constitutivos sino de 
publicidad y, en ese sentido, obedece más a la protección a los terceros adquirentes de buena fe que al cumplimiento de 
un requisito para tener por constituida la modalidad patrimonial de que se trata. Esto es, la inscripción del bien inmueble 
ante la institución registral no debe considerarse como uno de los requisitos que deba satisfacer el cónyuge que se 
ostenta tercero de buena fe, para intervenir en el juicio de extinción de dominio a defender sus derechos, pues ese 
requisito -si bien es útil para que desde el escrito de demanda el Ministerio Público solicite el llamamiento a juicio del 
titular y del cónyuge cuya sociedad se encuentra inscrita-, es de carácter publicitario y, por ende, su omisión no puede dar 
lugar a que el cónyuge que haya sido descuidado en satisfacer esa obligación, por esa sola razón pierda su derecho de 



audiencia en el juicio en el que se pretende extinguir el dominio del bien por ser instrumento, objeto o usado para la 
comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 22, párrafo segundo, fracción II, constitucional. Por el contrario, 
ante la posibilidad de perder los derechos de propiedad que tiene sobre su bien sin contraprestación ni compensación 
alguna, con motivo de la acción ejercida por la Representación Social, es imperativo que cada propietario sea llamado al 
juicio para ejercer sus derechos. 

  

PRIMERA SALA 

  

Amparo directo 33/2012. 5 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Rosalía Argumosa López, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008796  

Instancia: Primera Sala  



Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. CXXX/2015 (10a.)  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

  

La interpretación teleológica del artículo 22, párrafo segundo, fracción I, de la Constitución Federal, en el sentido de que 
el procedimiento de extinción de dominio es jurisdiccional y autónomo al de la materia penal, lleva a concluir que dicha 
separación no es absoluta, sino relativa, porque la autonomía a que se refiere el precepto constitucional citado, debe 
entenderse como la independencia de aquel que juzga sobre el tema de la extinción de dominio y del que ha de emitir 
decisión en cuanto a la responsabilidad de quien se encuentra sujeto al juicio penal, de forma que tal distinción involucra 
independencia en la norma que cada uno de ellos ha de aplicar en el proceso del que es rector, en el desarrollo de cada 
uno de los juicios y en la decisión que adopten sobre temas respecto de los cuales no compartan jurisdicción 
(básicamente la responsabilidad penal, por no ser éste un tópico sobre el que ambos jueces deban decidir); sin embargo, 
tal disociación no es aplicable en la calificación de los elementos del cuerpo del delito, pues en cuanto a ese aspecto, 
existe una vinculación total, de manera que, por regla general, el juez de extinción de dominio debe sujetarse a la 
decisión que adopte el especializado en la materia penal cuando éste concluye, en una resolución intra procesal, que los 
elementos del cuerpo del delito no quedaron acreditados, o al dictar la sentencia definitiva, que el delito no se demostró. 
De ahí que el artículo 50 de la Ley Federal de Extinción de Dominio al disponer que cuando el juez de la causa penal 
determine la inexistencia de alguno de los elementos del cuerpo del delito, el juzgador de extinción de dominio deberá 



ordenar la devolución de los bienes materia de la controversia si fuera posible o su valor a su legítimo propietario o 
poseedor, junto con los intereses, rendimientos y accesorios que, en su caso, se hayan producido durante el tiempo en 
que fueran administrados por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, no viola el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

  

PRIMERA SALA 

  

Amparo directo 56/2012. 3 de septiembre de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya 
Meléndez Almaraz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
César Ramírez Carreón. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2008795  



Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de abril de 2015 09:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. CXXIX/2015 (10a.)  

  

EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ES CONSTITUCIONAL. 

  

El precepto citado, en su párrafo segundo, establece que en los casos en que existiere sentencia en el procedimiento 
penal en la que se determinara la falta de elementos para comprobar la existencia del cuerpo del delito, los afectados por 
un proceso de extinción de dominio tendrán derecho a reclamar la reparación del daño. Ahora bien, el dictado de la 
sentencia emitida en la causa penal que determine la falta de elementos para comprobar la existencia del cuerpo del 
delito no genera, per se, el derecho a exigir una indemnización por concepto de reparación de daños y perjuicios, antes 
bien, el quebrantamiento producido al afectado (propietario del bien) por el trámite del juicio de extinción de dominio es el 
que genera el derecho a reclamar dicha indemnización. En ese sentido, si la sentencia en la que se determine la falta de 
elementos para comprobar la existencia del cuerpo del delito, impacta en la decisión del juez que conozca de la extinción 
de dominio, al tratarse de una autonomía relativa la que se prevé en el artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es evidente que el artículo 10 de la Ley Federal de Extinción de Dominio que ordena 
indemnizar al afectado por los daños sufridos es acorde con un sistema de protección de los derechos fundamentales de 
los gobernados y, por ende, no puede sostenerse que sea inconstitucional, en tanto autoriza el derecho a cobrar una 



indemnización para el caso de que se hubieren generado daños con motivo de las medidas tomadas por el órgano 
jurisdiccional que haya conocido del juicio de extinción de dominio. 

  

PRIMERA SALA 

  

Amparo directo 56/2012. 3 de septiembre de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya 
Meléndez Almaraz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
César Ramírez Carreón. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 


